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1. LA PRESCRIPCIÓN - Señala el artículo 2512 del C.C. que la prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguirse las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto tiempo.

Por su parte los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.T. y de la S.S. establecen que las acciones correspondientes a los derechos regulados en el estatuto laboral y las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible.

En lo que concierne a la prescripción frente a menores de edad, la Sala de Casación Laboral desde sentencia CSJ SL 11 de diciembre de 1998, No.11349, reiterada en providencias CSJ SL 30 de octubre de 2012 No. 39631 y CSJ SL10641 de 12 de agosto de 2014 radicada con el Nº 42602, determinó que ese fenómeno jurídico queda suspendido para ellos hasta que cumplan la mayoría de edad, pues es a partir de ese momento en el que ese término se hace efectivo y empieza a correr.
2. PÉRDIDA DEL DERECHO A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES POR CUENTA DE LOS HIJOS BENEFICIARIOS - Dispone el literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los hijos menores de 18 años de edad y aquellos mayores de 18 pero menores de 25 años de edad, siempre que acrediten debidamente su condición de estudiantes.

Lo anteriormente expuesto significa que cuando los hijos beneficiarios cumplan la mayoría de edad, para poder continuar disfrutando la pensión de sobrevivientes, deberán acreditar la calidad de estudiantes, pues de lo contrario cesará el pago de la prestación. En todo caso, los hijos beneficiarios de la pensión de sobrevivientes perderán definitivamente el derecho el día que cumplan 25 años de edad, así tengan la calidad de estudiantes.

En ese sentido, los parágrafos 1º y 2º del artículo 8º del Decreto 1889 de 1994 determinan que cuando expire o se pierda el derecho de uno de los beneficiarios del mismo orden, su cuota parte acrecerá la porción de los restantes; pero que en todo caso la pensión expirará cuando el derecho de los beneficiarios del mismo orden se extinga; lo que a manera de ejemplo indica que cuando a la cónyuge o compañera permanente y los hijos del causante se les extinga el derecho, éste no puede pasar al siguiente orden conformado por los padres, pues el mismo ya habrá expirado.
3. CARÁCTER DE LOS INTERESES MORATORIOS DEL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993 - Dijo la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 13388 de 1º de octubre de 2014 radicación Nº 46.786 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz que: “En relación con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ha sostenido la Corte tradicionalmente desde la sentencia de 23 de septiembre de 2002, rad. N° 18512, que en principio deben ser impuestos siempre que haya retardo en el pago de mesadas pensionales independientemente de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que hayan rodeado la discusión del derecho pensional en las instancias administrativas, en cuanto se trata simplemente del resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. Es decir, tiene carácter resarcitorio y no sancionatorio.”.

No obstante lo anterior, expresó en esa misma providencia el máximo órgano de la jurisdicción laboral que a partir de la sentencia SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454, la Corporación moderó la posición jurisprudencial, en el sentido de conceder los intereses moratorios, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, en aquellos eventos en los que la respectiva administradora no haya reconocido la prestación económica a su cargo, bien porque tenga respaldo normativo o bien porque dicha negativa provenga de la aplicación minuciosa de la Ley.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, cuatro de octubre de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 22 de noviembre de 2016, dentro del proceso que promueven JAVIER STIVEN ROJAS JIMÉNEZ, SANDY DAYANA ROJAS JIMÉNEZ y JOHN MICHAEL JIMÉNEZ SEPÚLVEDA en contra de la AFP PROTECCIÓN S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00454-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden los demandantes que la justicia laboral declare que en calidad de hijos de la señora Gloria Yorminelly Jiménez Sepúlveda tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspiran que se condene a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 15 de mayo de 2003, los intereses moratorias del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refieren que: Su madre Gloria Yorminnelly Jiménez Sepúlveda falleció el 15 de mayo de 2003, momento en el que ellos, Javier Stiven, Sandy Dayana y John Michael tenían 6, 9 y 14 años de edad respectivamente; dentro de los tres años anteriores a su deceso, ella cotizó ante la AFP Protección S.A. más de 50 semanas al sistema general de pensiones; era su madre quien sufragaba todos los gastos de su manutención; como no contaban con tutor, no les fue posible iniciar las acciones legales pertinentes para reclamar la pensión de sobrevivientes antes de cumplir la mayoría de edad; el 27 de noviembre de 2014 solicitaron a la AFP accionada el reconocimiento de la prestación económica; el 12 de diciembre de 2014 esa entidad pidió certificación de estudios de Sandy Dayana y John Michael, documentos que fueron allegados el 24 de enero de 2015; el 17 de febrero de 2015 Protección S.A. niega el reconocimiento de la prestación económica, argumentando que la afiliada fallecida no cumplía con el requisito de fidelidad previsto en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003; el 23 de febrero de 2015 interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de esa decisión; John Michael después de cumplida la mayoría de edad no continuó estudiando; por su parte Sandra Dayana no se encuentra cursando estudios técnicos ni profesionales desde el 23 de diciembre de 2014; Javier Stiven tiene derecho a beneficiarse de la pensión hasta los 25 años, acreditando los respectivos estudios.
Al dar respuesta a la demanda –fls.124 a 144- aceptó la fecha de deceso de la señora Gloria Yorminelly Jiménez Sepúlveda, que dentro de los tres años anteriores a ese suceso tiene cotizadas más de 50 semanas al sistema general de pensiones, la solicitud de reconocimiento pensional y su negativa, la interposición de los recursos. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban, pero en todo caso señaló que a los demandantes, como beneficiarios de la causante, se les reconoció a cada uno el 33.33% por concepto de devolución de aportes. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada por inexistencia de causa jurídica”, “Ausencia de cumplimiento del requisito de fidelidad al sistema”, “Pensión de sobrevivientes en calidad de hijos del causante”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios” y “Prescripción”.
En sentencia de 22 de noviembre de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que no resulta procedente aplicar la exigencia de fidelidad al sistema de pensiones prevista en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, por resultar abiertamente inconstitucional, por lo que al no estar en discusión que la señora Gloria Yorminelly Jiménez Sepúlveda tenía cotizadas más de cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores a su deceso ocurrido el 15 de mayo de 2003, declaró que el derecho a la pensión de sobrevivientes quedó causado a favor de los demandantes como hijos de la afiliada fallecida, en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, indicando que a cada uno le corresponde el 33.33%.

Al analizar el tema de la prescripción, la falladora de primera instancia indicó que para el momento de causación del derecho los demandantes eran menores de edad, por lo que el término de prescripción solo empieza a correrles desde el momento en el que cumplen la mayoría de edad.
Como John Michael Jiménez Sepúlveda cumplió los 18 años de edad el 25 de febrero de 2007 y confesó que no continuó estudiando después de ese momento, correspondiéndole en consecuencia reclamar las mesadas causadas hasta ese momento dentro de los 3 años siguientes, pero como solo lo hizo el 27 de noviembre de 2014, todas las mesadas quedaron cobijadas por la prescripción.

Respecto a los otros demandantes, estableció que ellos habían presentado la reclamación dentro de los tres años siguientes al cumplimiento de la mayoría de edad, lo que significa que el porcentaje de las mesadas pensionales que les corresponde, no están prescritos; pero aclaró que Sandy Dayana no acreditó estudios más allá del 23 de diciembre de 2011, motivo por el que condenó a la AFP Protección S.A. a reconocer y pagar a su favor un retroactivo pensional del orden de $23.299.504 desde el 15 de mayo de 2003 hasta el 23 de diciembre de 2011.
También indicó que Javier Stiven Rojas Jiménez no demostró estudios en la forma establecida en la Ley, entre el 1º de enero de 2015 y el 31 de agosto de 2016, motivo por el que condenó a la sociedad accionada a reconocer por concepto de retroactivo pensional causado entre el 15 de mayo de 2003 y el 31 de diciembre de 2014 y entre el 1º de septiembre de 2016 y el 31 de octubre de 2016, la suma de $49.649.892.
Autorizó a la sociedad demandada a descontar la suma de $2.970.819 que se les había reconocido a los accionantes por concepto de devolución de saldos.

Absolvió a Protección S.A. del reconocimiento y pago de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, argumentando que no había lugar a los mismos al haberse reconocido el derecho con base en la inaplicación de la ley, pero ordenó a la sociedad demandada reconocer y pagar la indexación de las sumas reconocidas.

Inconformes parcialmente con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:
Los demandantes manifestaron que si bien John Michael Jiménez Sepúlveda no reclamó el reconocimiento de la prestación dentro de los tres años siguientes al momento en que cumplió la mayoría de edad, lo cierto es que ese porcentaje de las mesadas debe ser reconocido a favor de Sandy Dayana y Javier Stiven Rojas Jiménez.

También expresaron que en el proceso quedó demostrado que Sandy Dayana tiene derecho a que se le reconozca el retroactivo pensional hasta cuando terminó de cursar sus estudios de bachillerato y no hasta cuando cumplió la mayoría de edad, como lo estableció la a quo.
Finalmente estiman que contrario a lo dicho por la a quo, tienen derecho a que se les reconozca los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ya que a pesar de que se inaplicó el requisito de fidelidad introducido por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, lo cierto es que para el momento en que se reclamó la pensión de sobrevivientes el tema ya estaba jurisprudencialmente decantado, lo que no permitía que la AFP negara la pensión con base en ese argumento.

La sociedad demandada considera que debe analizarse detenidamente el tema de la prescripción, pues la forma en la que lo hizo el juzgado no se encuentra ajustada a derecho.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Estuvo correctamente analizado el tema de la prescripción en el curso de la primera instancia?

¿Hay lugar a reconocer y pagar los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. LA PRESCRIPCIÓN

Señala el artículo 2512 del C.C. que la prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguirse las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto tiempo.
Por su parte los artículos 488 del C.S.T. y 151 del C.P.T. y de la S.S. establecen que las acciones correspondientes a los derechos regulados en el estatuto laboral y las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible.

En lo que concierne a la prescripción frente a menores de edad, la Sala de Casación Laboral desde sentencia CSJ SL 11 de diciembre de 1998, No.11349, reiterada en providencias CSJ SL 30 de octubre de 2012 No. 39631 y CSJ SL10641 de 12 de agosto de 2014 radicada con el Nº 42602, determinó que ese fenómeno jurídico queda suspendido para ellos hasta que cumplan la mayoría de edad, pues es a partir de ese momento en el que ese término se hace efectivo y empieza a correr.
2. PÉRDIDA DEL DERECHO A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES POR CUENTA DE LOS HIJOS BENEFICIARIOS

Dispone el literal c) del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los hijos menores de 18 años de edad y aquellos mayores de 18 pero menores de 25 años de edad, siempre que acrediten debidamente su condición de estudiantes.

Lo anteriormente expuesto significa que cuando los hijos beneficiarios cumplan la mayoría de edad, para poder continuar disfrutando la pensión de sobrevivientes, deberán acreditar la calidad de estudiantes, pues de lo contrario cesará el pago de la prestación. En todo caso, los hijos beneficiarios de la pensión de sobrevivientes perderán definitivamente el derecho el día que cumplan 25 años de edad, así tengan la calidad de estudiantes.

En ese sentido, los parágrafos 1º y 2º del artículo 8º del Decreto 1889 de 1994 determinan que cuando expire o se pierda el derecho de uno de los beneficiarios del mismo orden, su cuota parte acrecerá la porción de los restantes; pero que en todo caso la pensión expirará cuando el derecho de los beneficiarios del mismo orden se extinga; lo que a manera de ejemplo indica que cuando a la cónyuge o compañera permanente y los hijos del causante se les extinga el derecho, éste no puede pasar al siguiente orden conformado por los padres, pues el mismo ya habrá expirado.

3. CARÁCTER DE LOS INTERESES MORATORIOS DEL ARTÍCULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993.

Dijo la Sala de Casación Laboral en la sentencia SL 13388 de 1º de octubre de 2014 radicación Nº
46.786 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz que: “En relación con los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, ha sostenido la Corte tradicionalmente desde la sentencia de 23 de septiembre de 2002, rad. N° 18512, que en principio deben ser impuestos siempre que haya retardo en el pago de mesadas pensionales independientemente de la buena o mala fe en el comportamiento del deudor, o de las circunstancias particulares que hayan rodeado la discusión del derecho pensional en las instancias administrativas, en cuanto se trata simplemente del resarcimiento económico encaminado a aminorar los efectos adversos que produce al acreedor la mora del deudor en el cumplimiento de las obligaciones. Es decir, tiene carácter resarcitorio y no sancionatorio.”.

No obstante lo anterior, expresó en esa misma providencia el máximo órgano de la jurisdicción laboral que a partir de la sentencia SL 704 de 2 de octubre de 2013 radicación Nº 44.454, la Corporación moderó la posición jurisprudencial, en el sentido de conceder los intereses moratorios, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, en aquellos eventos en los que la respectiva administradora no haya reconocido la prestación económica a su cargo, bien porque tenga respaldo normativo o bien porque dicha negativa provenga de la aplicación minuciosa de la Ley.

EL CASO CONCRETO

No controvierte la parte actora la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado consistente en que John Michael Jiménez Sepúlveda no ejerció las acciones correspondientes para reclamar el porcentaje de las mesadas pensionales a las que tenía derecho y que se causaron entre el 15 de mayo de 2003 y el 25 de febrero de 2007 (fecha en que cumplió los 18 años de edad), lo que solicitan es que ese 33.33% pase en proporciones iguales a las arcas de Sandy Dayana y Javier Stiven Rojas Jiménez.
No obstante, como se explicó líneas atrás, lo que pasó en este caso es que en cabeza de John Michael Jiménez Sepúlveda ya se encontraba ese 33.33% de las mesadas pensionales que se fueron haciendo exigibles desde el 15 de mayo de 2003 y hasta el 25 de febrero de 2007, lo que significa que una vez cumplió los 18 años de edad, para que los dineros que representan ese porcentaje de la prestación económica le fueran efectivamente entregados, al estar causados y haberse hecho exigibles a su favor, debía de reclamarlos dentro del término trienal previsto en los artículos 488 del C.S.T. y 151 de C.P.T. y de la S.S., pues de lo contrario esa inactividad generaría la pérdida de los mismos, tal y como en efecto aconteció, resultando jurídicamente improcedente trasladarlas a favor de sus hermanos, toda vez que el derecho existió y se radicó en su cabeza, dejándolo él fenecer por su falta de reclamación oportuna.
Como él mismo lo confesó en la demanda, después de arribar a los 18 años de edad no continuó realizando estudios, por lo que al no tener derecho a seguir disfrutando la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su madre, a partir del 26 de febrero de 2007 su derecho acreció el de sus hermanos en proporciones iguales, correspondiéndoles en consecuencia a cada uno de ellos el 50% de la prestación.

En cuanto al término que tenían Sandy Dayana y Javier Stiven Rojas Jiménez para ejercer las acciones tendientes a que no les prescribieran las mesadas pensionales causadas desde el 15 de mayo de 2003, se tiene que ellos cumplieron la mayoría de edad el 23 de diciembre de 2011 y el 12 de noviembre de 2014 respectivamente, tal como se desprende de los registros civiles de nacimiento visibles a folios 45 y 47 del expediente, y como la reclamación ante Protección S.A. la elevaron el 27 de noviembre de 2014 –fls.28 y 29- y la demanda fue presentada el 18 de agosto de 2015 –fl.61- el porcentaje de las mesadas pensionales que se han venido causando desde el 15 de mayo de 2003 no han sido cobijados por el fenómeno de la prescripción, como acertadamente lo definió la sentenciadora de primera instancia.
Ahora bien, se queja la parte actora que a la joven Sandy Dayana Rojas Jiménez se le debía reconocer el retroactivo pensional más allá del 23 de diciembre de 2011 cuando cumplió la mayoría de edad, pues en el proceso quedó demostrado que cursó estudios luego de esa calenda.

En efecto, a folio 171 del expediente se observa certificación emitida por la Institución Educativa Alfredo García en el que se deja constancia que Sandy Dayana Rojas Jiménez terminó el undécimo grado en el segundo semestre del año 2013, con una intensidad horaria semanal de 20 horas, como lo exige el artículo 15 del Decreto 1889 de 1994, por lo que tiene derecho a que se le reconozca el retroactivo pensional desde el 15 de mayo de 2003 hasta el 31 de diciembre de 2013.

En el expediente obra certificación emitida por el Instituto Educativo Humanista –fl.163- en el que se certifica que el joven Javier Stiven cursó estudios con una intensidad horaria de 25 horas semanales desde el 1º de septiembre de 2016 y que finalizaba el 30 de noviembre de esa misma anualidad y en el curso de la segunda instancia se allegó certificación emitida por el Instituto de Capacitación de Comfamiliar Risaralda en el que informa que él se encuentra matriculado en el semestre 1º del programa “Técnico SENA en comercio internacional” que tiene una duración de un año y una intensidad horaria de 40 horas semanales, sin embargo, en dicha certificación no se informa desde que fecha empezó esos estudios, por lo que al no haber claridad al respecto, se exhorta al joven Javier Stiven para que solicite a esa institución un certificado en el que se especifique ese preciso aspecto, con el fin de que la AFP Protección S.A. desembolse las mesadas pensionales correspondientes.

Por los motivos expuestos se liquidará el retroactivo pensional a favor de Javier Stiven Rojas Jiménez hasta el 30 de noviembre de 2016, recordando que el juzgado de conocimiento determinó que no había lugar a reconocer a favor de éste las mesadas generadas entre 1º de enero de 2015 y el 31 de agosto de 2016, pues en ese periodo él no se encontraba realizando estudios con la intensidad horaria exigida en el artículo 15 del Decreto 1889 de 1994, decisión que no fue objeto de apelación.

Así las cosas, tiene derecho Sandy Dayana Rojas Jiménez a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional entre el 15 de mayo de 2003 y el 31 de diciembre de 2013, la suma de $31.458.218,70; y por su parte el joven Javier Stiven Rojas Jiménez tiene derecho a que se le reconozca por ese concepto, causado entre el 15 de mayo de 2003 y el 31 de diciembre de 2014 y desde el 1º de septiembre de 2016 hasta el 30 de noviembre de esa misma anualidad, la suma de $42.150.853,70, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.
Como el joven Javier Stiven cumple los 25 años de edad el 12 de noviembre de 2021, para que la AFP Protección S.A. le cancele las mesadas que se pudieron causar más allá del 30 de noviembre de 2016, debe acreditar que ha continuado cursando estudios con la intensidad horaria prevista en la norma referenciada anteriormente, recordándole que deberá solicitarle al Instituto de Capacitación de Comfamiliar Risaralda que certifique la fecha a partir de la cual inició sus estudios en el programa “Técnico SENA en Comercio Internacional”, con el objeto de que la entidad demandada desembolse las mesadas correspondientes.
En lo que concierne al tema de los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, como se mencionó previamente, la Sala de Casación Laboral ha enseñado que en aquellos eventos en los que la respectiva administradora fundamente su negativa a reconocer ese tipo de prestaciones en el cumplimiento estricto de la Ley, los intereses se deben imponer pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, no obstante, en este caso a pesar de que Protección S.A. negó la prestación económica al exigir la fidelidad al sistema que disponía el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, lo cierto es que la reclamación se hizo el 27 de noviembre de 2014, fecha en la que ya era de conocimiento público la posición asumida por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, quien a partir de sentencia de 8 de mayo de 2012 radicación Nº 41832 determinó que no es posible aplicar el requisito de fidelidad durante la época en la que esa normatividad estuvo vigente en el sistema jurídico colombiano; lo que significa que la AFP demandada al tener conocimiento de esa jurisprudencia, le estaba vedado exigir tal requisito, teniendo el deber de reconocer la prestación económica dentro de los dos meses siguientes a la reclamación, de allí que al no haberlo hecho, los intereses moratorios empezaron a correr desde el 27 de enero de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal quinto de la sentencia recurrida y posteriormente se revocará el ordinal séptimo de la misma.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 22 de noviembre de 2016, el cual quedará así:

“QUINTO. A. CONDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar a favor de SANDY DAYANA ROJAS JIMÉNEZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 15 de mayo de 2003 y el 31 de diciembre de 2013, la suma de $31.458.218,70.

B. CONDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar a favor de JAVIER STIVEN ROJAS JIMÉNEZ por concepto de retroactivo pensional causado entre el 15 de mayo de 2003 y el 31 de diciembre de 2014 y desde el 1º de septiembre de 2016 hasta el 30 de noviembre de esa misma anualidad, la suma de $42.150.583,70; advirtiéndole que para que la AFP le continúe cancelando las mesadas generadas desde el 1º de diciembre de 2016 y hasta que cumpla los 25 años de edad, le corresponderá demostrar que ha continuado realizando estudios en la forma que lo exige el artículo 15 del Decreto 1889 de 1994.

SEGUNDO. REVOCAR el ordinal SÉPTIMO para en su lugar CONDENAR a la AFP PROTECCIÓN S.A. a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 27 de enero de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación. 

TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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